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[S]e tiene que en el fallo proferido el 3 de marzo de 2016 esta Sección dispuso el cumplimiento del inciso 1º del artículo 38 del Decreto 056 de 2015. En consecuencia, ordenó a la Unión Temporal FOSYGA 2014 que en el término de diez (10) días, contados a partir de la notificación del fallo realizara la auditoría integral de la reclamación presentada por la accionante y le notificara la decisión. Con fundamento en esta orden la Unión Temporal FOSYGA 2014, después de haber realizado varias glosas a la reclamación, por inconsistencias advertidas en la declaración extrajuicio rendida por la accionante ante la Notaría Tercera del Circulo de Pereira, finalmente, durante el trámite del recurso de apelación que interpuso el Doctor John Eduardo Mora Galindo, en calidad de representante legal de la accionada, culminó la auditoría integral a que se refiere la norma cuyo cumplimiento se dispuso y aprobó la reclamación de la señora Córdoba Rucaida. Tal decisión le fue comunicada en forma personal a la actora mediante comunicación No. UTF-2014-ope-13039 de fecha 6 de julio de 2016, enviada mediante guía RN599636947CO de la empresa de correos 4/72 y, adicionalmente, la publicó en la página web de la entidad, según constancias visibles a folios 333 a 338 del cuaderno del incidente de desacato. En virtud de lo anterior, la Sección considera que aun cuando el cumplimiento del fallo del 3 de marzo de 2016 se realizó por fuera del término concedido a la parte accionada, finalmente se dio alcance a la orden, por lo que resulta procedente levantar la sanción impuesta al recurrente, sin que resulte necesario analizar en esta oportunidad los argumentos expuestos por éste, toda vez que al haber posteriormente terminado la auditoría integral y aprobado la reclamación de la accionante, desaparecieron los fundamentos del recurso y de la sanción impuesta. Encuentra en consecuencia la Sala demostrado que, con posterioridad a la decision sancionatoria la Unión Temporal FOSYGA 2015 el apelante cumplió con la obligación impuesta y si bien lo hizo en forma tardía –en tanto superó los términos concedidos por el juez constitucional–, finalmente le dio alcance durante el trámite del incidente de desacato.

FUENTE FORMAL: DECRETO 056 DE 2015 - ARTÍCULO 38

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCION QUINTA

Consejera ponente: ROCIO ARAUJO OÑATE
Bogotá, D.C., once (11) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 66001-23-33-000-2015-00438-02(ACU)A
Actor: GLORIA INES CORDOBA RUCAIDA
Demandado: UNION TEMPORAL FOSYGA 2014
	Incidente de desacato – auto que resuelve recurso de apelación contra decisión sancionatoria  - se levanta la sanción impuesta por haberse acreditado el cumplimiento de la orden


Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el Doctor John Eduardo Mora Galindo, contra el auto interlocutorio del 7 de junio de 2016, dictado por el Tribunal Administrativo de Risaralda, mediante el cual sancionó al referido funcionario, en su calidad de Representante Legal, y a la Dra. María Esperanza Rozo Gómez, en su condición de Directora Jurídica de la Unión Temporal FOSYGA 2014, con un (1) día de arresto y multa equivalente a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes
, por el incumplimiento de la orden dada en la sentencia del 3 de marzo de 2016 dictada en el vocativo de la referencia. 

I. ANTECEDENTES
1. Sentencia de cumplimiento 

Mediante sentencia del 3 de marzo de 2016, dictada por la Sección Quinta del Consejo de Estado se revocó el fallo de primera instancia del 18 de diciembre de 2015, proferido por el Tribunal Administrativo de Risaralda y, en su lugar, se dispuso el cumplimiento del inciso 1º del artículo 38 del Decreto 056 de 2015
. 

En consecuencia, se ordenó a la Unión Temporal FOSYGA 2014 que en el término de diez (10) días, contados a partir de la notificación del fallo realizara la auditoría integral de la reclamación presentada por la accionante y le notificara la decisión.

2. Incidente de desacato

2.1. Solicitud

Mediante escrito radicado el 19 de abril de 2016 en la Secretaría del Tribunal Administrativo de Risaralda, la accionante promovió incidente de desacato por el supuesto incumplimiento del fallo referido, en consideración a que el 30 de mayo del año en curso recibió de la Unión Temporal FOSYGA 2014 una comunicación en la que le informan que “… la reclamación 51013506 se encuentra auditada integralmente y suspendido el estado por falta de respuesta de las autoridades competentes, en virtud de la circular 21 del 2015, por cuanto no están contestadas la totalidad de las solicitudes de información que permitan establecer la autenticidad y veracidad de los soportes documentales, como lo dispone la mencionada Circular 21, encontrándonos a la espera de la respuesta de las entidades oficiadas” 
. (Negrillas y subrayas incluidas por el memorialista), de la cual se desprende que no se dio estricto alcance a la orden contenida en la sentencia de cumplimiento.
2.2. Trámite del incidente de desacato

Por auto del 29 de abril de 2016
, el Tribunal Administrativo de Risaralda concedió el término de tres (3) días a la parte demandada para que informara sobre el cumplimiento de la orden, decisión que fue notificada por medios electrónicos, según constancias obrantes a folios 148 a 153 del expediente. 

El término concedido a los funcionarios encargados del cumplimiento de la orden venció en silencio, motivo por el cual, mediante auto del 3 de marzo de 2016, se dispuso i) Dar apertura del incidente de desacato; ii) Correr traslado al representante legal de la Unión Temporal FOSYGA 2014, Doctor John Eduardo Mora Galindo y a la Directora Jurídica de dicha unión Doctora María Esperanza Rozo Gómez; iii) De conformidad con lo dispuesto por el artículo 29 de la Ley 393 de 1997, correr traslado del escrito de desacato y de la providencia a los funcionarios por el término de tres (3) días, para los efectos señalados en el artículo 129 del Código General del Proceso. 

2.3. Contestación del Incidente

Mediante Oficio UTF2014-DJR-2137 del 11 de mayo de 2016, el Doctor John Eduardo Mora Galindo, actuando en calidad de representante legal de la Unión Temporal FOSYGA 2014 informó que dio cumplimiento al fallo, toda vez que el 10 de mayo de la presente anualidad remitió a la señora Gloria Inés Córdoba Rucaida la comunicación UTF2014-DJR-2140 mediante la cual le informó el resultado de la auditoría “con estado no aprobada, por inconsistencia técnica derivada de la presunción de falta de veracidad y/o autenticidad de un soporte de la misma”. 

En la comunicación que adjuntó –que obra a folio 163 del cuaderno del incidente de desacato– se expresó que la decisión se adoptaba con fundamento en lo dispuesto por la Circular 21 del Ministerio de Salud, en virtud de la cual se ofició a las entidades concluyéndose que “uno de los soportes de la reclamación, declaración extraproceso, presuntamente carece de autenticidad, y por ello la reclamación no puede quedar en estado aprobada, razón por la cual se pondrá en conocimiento de la autoridad competente para que adelante la investigación correspondiente y tampoco habrá lugar a la devolución de la misma”.

2.4. Traslado de la contestación 

Del escrito de contestación del incidente de desacato se corrió traslado a la parte actora, la cual manifestó que la información suministrada por la Unión Temporal FOSYGA 2014 es falsa, por cuanto el documento que correspondía a la declaración extrajuicio presentada como sustento de la reclamación se encontraba en los archivos que reposan en la Notaría Tercera del Círculo de Pereira y la firma corresponde a la del notario titular Jorge Eliecer Sabas Bedoya y así fue expresamente certificado por éste. 

Agregó que al revisar el estado de la reclamación con fundamento en el manual operativo de la Subcuenta ECAT del FOSYGA se puede verificar que “la Auditoria integral a la reclamación en mención no ha llegado a su final, puesto que sólo ha sido auditada hasta el numeral 2º, del punto 6.5.3.1.3. del Manual operativo del FOSYGA”
.

La parte demandante allegó la certificación expedida por la Notaría Tercera del Círculo de Pereira que da cuenta de la autenticidad y veracidad de la declaración extrajuicio aportada en la reclamación de la señora Gloria Inés Córdoba Rucaida
 y de la remisión efectuada por la referida notaría a la entidad.
2.5. Providencia apelada

El Tribunal Administrativo de Risaralda, mediante providencia del 7 de junio de 2016, declaró en desacato a los Doctores John Eduardo Mora Giraldo, en su calidad de Representante Legal, y María Esperanza Rozo Gómez, en su calidad de Directora Jurídica de la Unión Temporal FOSYGA 2014, con un (1) día de arresto y multa equivalente a dos (2) Salarios mínimos legales mensuales vigentes por el incumplimiento de la orden dada en la sentencia del 3 de marzo de 2016 dictada por esta Sección en el vocativo de la referencia. 

Para arribar a la citada resolutiva, consideró que concurren en el caso concreto los requisitos de carácter objetivo y subjetivo constitutivos de desacato de la acción de cumplimiento, toda vez que la orden no se cumplió dentro del término señalado en la sentencia de cumplimiento, sino que se pretendió, con posterioridad a su vencimiento –12 de mayo de 2016, al momento en que dispuso la apertura del incidente de desacato– aducir que se acató el fallo, cuando en realidad no se le ha dado alcance al mismo. 

Apreció en su conjunto las pruebas allegadas a la actuación, entre ellas la respuesta negativa dada por la Unión Temporal a la accionante “por inconsistencia técnica derivada de la presunción de falta de veracidad y/o autenticidad de un soporte de la misma” y la certificación allegada por la Notaría Tercera del Circuito de Pereira en relación con la referida declaración extrajuicio, la cual obra en original a folio 181, cuyos soportes dan cuenta de haber sido remitida oportunamente a la Unión Temporal FOSYGA 2014 desde el 20 de enero de 2016.

De la valoración de los referidos medios de convicción concluyó que en el trámite del incidente quedó desvirtuada la respuesta negativa dada a la demandante, toda vez que se demostró plenamente que la declaración extrajuicio rendida por la actora es auténtica y reposa en los archivos de dicha dependencia “… ante lo cual queda sin sustento fáctico la causa de la inconsistencia técnica en la documentación allegada por la Unión Temporal para dar por no aprobada la reclamación formulada por la actora”  y al haberse dado alcance a la glosa dispuesta por esta razón, debía realizarse la auditoría integral teniendo en cuenta la certificación de la notaría. 

De las consideraciones expuestas encontró que la orden contenida en la sentencia del 3 de marzo de 2016 no se encuentra satisfecha como tampoco la protección de los derechos inherentes a la señora Córdoba Rucaida, motivo por el cual se impuso la sanción y se requirió al representante legal de la unión temporal para que de manera inmediata diera cumplimiento a la orden realizando la auditoría integral de acuerdo a las precisiones realizadas en la providencia.

La decisión sancionatoria fue notificada por medios electrónicos, según certificaciones visibles a folios 268 a 272 del cuaderno del incidente de desacato.

2.6. Recurso de apelación 

Mediante escrito del 3 de junio de 2016 el Doctor John Eduardo Mora Galindo presentó recurso de apelación contra el auto del 7 de junio de 2016 que dispuso sancionarlo por incumplimiento de la orden contenida en la sentencia del 3 de marzo de la presente anualidad. 

En el escrito de apelación refirió los antecedentes de la acción de cumplimiento y del incidente de desacato, así como del trámite dado a la reclamación que en sede administrativa realizó la señora Gloria Inés Córdoba Rucaida, informando las respuestas dadas a cada uno de los oficios remitidos a las autoridades que debían certificar la autenticidad y veracidad de los documentos allegados a la actuación. 

Precisó que al realizar la verificación de los documentos aportados a la reclamación se encontró una imprecisión en la declaración extraproceso rendida por la reclamante ante la Notaría Tercera de Pereira, referida a “inconsistencias en los caracteres de la firma del titular de la notaría”, por lo que se realizó una nueva glosa por este concepto y se dispuso oficiar nuevamente para tener certeza sobre el referido documento. 

2.7. Trámite del recurso de apelación 

Del recurso de apelación se corrió traslado a las demás partes, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 244 parágrafo 2º de la Ley 1437 de 2011, el cual venció en silencio, pasando el expediente al despacho de la Magistrada ponente, quien concedió el recurso, mediante auto del 5 de julio de 2016, visible a folio 323 del expediente. 

2.8. Trámite posterior a la concesión del recurso

Mediante escrito del 6 de julio de 2016 el representante legal de la Unión Temporal FOSYGA 2014 informó sobre el cumplimiento del fallo proferido el 3 de marzo del año en curso por la Sección Quinta del Consejo de Estado. 

Al respecto, certificó que “la firma auditora realizó una visita de auditoría concurrente a la Notaría Tercera del Círculo de Pereira el 21 de junio de 2016, en la que pudo establecer que la firma y sellos impuestos en la declaración extraproceso rendida por la señora GLORIA INÉS CÓRDOBA RUCAIDA, corresponden a las que utiliza dicha Notaría”
, comprobando con ello la autenticidad y veracidad del documento allegado, con fundamento en lo cual concluyó la auditoría integral y aprobó la reclamación de la accionante, le informó la decisión a la reclamante a través de la comunicación No. UTF-2014-ope-13039 del 6 de julio de 2016, enviada mediante guía RN599636947CO de la empresa de correos 472. 

En consecuencia, afirmó que dio cumplimiento al fallo, toda vez que realizó la auditoría integral, aprobó la reclamación, notificó a la actora y publicó el resultado en la página web www.fosyga.gov.co, lo cual acreditó con la prueba documental obrante a folios 333 a 337 del cuaderno del incidente de desacato.

Con fundamento en lo anterior solicitó que se tuviera por cumplido el fallo de cumplimiento y se revocara la sanción impuesta. 

 II. CONSIDERACIONES
1. Competencia

Corresponde a la Sección Quinta del Consejo de Estado resolver el recurso de apelación interpuesto por el Doctor John Eduardo Mora Galindo, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 29 de la Ley 393 de 1997, en virtud del cual procede la apelación ante el superior del funcionario que impuso la sanción.

Como en este caso la sanción fue impuesta por el Tribunal Administrativo de Risaralda, corresponde a esta Corporación resolver el recurso de apelación interpuesto, con el fin de decidir si confirma o revoca la sanción impuesta.

2. Marco normativo y conceptual del incidente de desacato

Mediante el incidente de desacato, una vez se acredite el incumplimiento, deberá imponerse una sanción a la persona que incumpliere la orden judicial, en los términos del artículo 29 de la Ley 393 de 1997, la cual es de carácter correccional, siempre que concurran dos requisitos: uno objetivo, referido al cumplimiento de la orden y otro subjetivo, respecto de la conducta del funcionario que incurrió en la omisión.

Ello implica que para decidir si la autoridad obligada al cumplimiento de una norma y de la sentencia que resolvió la acción respectiva ha incurrido en desacato, deberá analizarse su conducta frente al contenido del fallo de cumplimiento, porque la responsabilidad en el desacato por razón del incumplimiento a las órdenes impartidas es subjetiva.

Al respecto esta Sala ha sostenido: 

“…Dicho en otras palabras, la sola desatención a una disposición emanada del juez constitucional resulta insuficiente para que la autoridad - o el particular sobre el cual recae -, se ponga en situación de renuencia que amerite las sanciones legales.

Se requiere, de una parte, que se halle probado el hecho objetivo del incumplimiento, y de otra, que esté demostrado que fue generado por la actitud negligente de la autoridad pública respectiva.” 

Sobre el incidente de desacato en acciones populares y de cumplimiento, la Corte Constitucional en sentencia C- 542 del 30 de junio de 2010
, sostuvo: 

“La facultad reconocida por el sistema normativo al funcionario judicial para imponer sanciones por desacato a sus decisiones, deriva del acuerdo consignado en la Constitución Política, según el cual la Ley, por su carácter general y abstracto, es la misma para todos y las decisiones adoptadas con fundamento en ella deben ser cumplidas, pues de otra manera, además de desatender los principios y las reglas del Estado de derecho, se generaría un ambiente de anarquía en el que todo destinatario de los preceptos legales y de las órdenes judiciales podría actuar según su propio interés en desmedro del interés general y de instituciones jurídicas que corresponden a conquistas logradas por las sociedades modernas al cabo de siglos de evolución política. La autoridad reconocida a los jueces para dirigir los procesos y las diligencias que en estos se presentan, tiene carácter disciplinario; ella corresponde al desarrollo de lo establecido en el artículo 95-7 de la Constitución Política, según el cual son deberes de la persona y del ciudadano: “7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia”.

3. Caso concreto - Análisis de las fases objetiva y subjetiva del incumplimiento de la orden de cumplimiento
El incidente objeto de decisión debe ser resuelto bajo los parámetros jurisprudenciales anotados, dada su naturaleza sancionatoria, siendo obligatorio considerar el aspecto subjetivo, pues nuestro ordenamiento -entre sus principios rectores- proscribe la responsabilidad objetiva, exigiendo que sea el resultado de una acción u omisión ejecutada dolosa o culposamente por el agente, de tal manera que no sólo se debe determinar si la persona  contra quien se inició el trámite incumplió la orden de cumplimiento
, sino además verificar la responsabilidad subjetiva
.

En torno al primer aspecto, se tiene que en el fallo proferido el 3 de marzo de 2016 esta Sección dispuso el cumplimiento del inciso 1º del artículo 38 del Decreto 056 de 2015. En consecuencia, ordenó a la Unión Temporal FOSYGA 2014 que en el término de diez (10) días, contados a partir de la notificación del fallo realizara la auditoría integral de la reclamación presentada por la accionante y le notificara la decisión.

Con fundamento en esta orden la Unión Temporal FOSYGA 2014, después de haber realizado varias glosas a la reclamación, por inconsistencias advertidas en la declaración extrajuicio rendida por la accionante ante la Notaría Tercera del Circulo de Pereira, finalmente, durante el trámite del recurso de apelación que interpuso el Doctor John Eduardo Mora Galindo, en calidad de representante legal de la accionada, culminó la auditoría integral a que se refiere la norma cuyo cumplimiento se dispuso y aprobó la reclamación de la señora Córdoba Rucaida. 

Tal decisión le fue comunicada en forma personal a la actora mediante comunicación No. UTF-2014-ope-13039 de fecha 6 de julio de 2016, enviada mediante guía RN599636947CO de la empresa de correos 4/72 y, adicionalmente, la publicó en la página web de la entidad, según constancias visibles a folios 333 a 338 del cuaderno del incidente de desacato.

En virtud de lo anterior, la Sección considera que aun cuando el cumplimiento del fallo del 3 de marzo de 2016 se realizó por fuera del término concedido a la parte accionada, finalmente se dio alcance a la orden, por lo que resulta procedente levantar la sanción impuesta al recurrente, sin que resulte necesario analizar en esta oportunidad los argumentos expuestos por éste, toda vez que al haber posteriormente terminado la auditoría integral y aprobado la reclamación de la accionante, desaparecieron los fundamentos del recurso y de la sanción impuesta. 

Encuentra en consecuencia la Sala demostrado que, con posterioridad a la decision sancionatoria la Unión Temporal FOSYGA 2015 el apelante cumplió con la obligación impuesta y si bien lo hizo en forma tardía –en tanto superó los términos concedidos por el juez constitucional–, finalmente le dio alcance durante el trámite del incidente de desacato.

Lo anterior por cuanto no puede desconocer la Sala que con el desacato más que sancionar a las personas encargadas de cumplir la orden, corresponde al Juez garantizar la efectividad de la misma, la cual en el sub examine indudablemente se verificó para la fecha en que se adopta la presente decisión. 

Con fundamento en lo expuesto, ante la certeza sobre el cumplimiento de la orden, la Sala levantará la sanción impuesta al doctor John Eduardo Mora Giraldo, en su calidad de Representante Legal, y declarará cumplida la sentencia del 3 de marzo de 2016, exhortando a la accionada a que en adelante dé cumplimiento oportuno a las sentencias dictadas por esta jurisdicción en garantía de la efectividad de los derechos involucrados en las demandas de justicia. 

Finalmente, corresponde a la Sala analizar la situación de la doctora María Esperanza Rozo Gómez, en su calidad de Directora Jurídica de la Unión Temporal FOSYGA 2014, quien fuera igualmente sancionada por el juez constitucional a quo, en relación con la cual la Sala revisará la decisión en grado de consulta, por cuanto ésta no interpuso recurso de apelación contra el auto del 7 de junio de 2016. 

Al respecto la Sala advierte que el Tribunal Administrativo de Risaralda no precisó los motivos por los cuales a la Directora Jurídica de la Unión Temporal le correspondía el cumplimiento de la orden ni efectuó análisis alguno en torno a la responsabilidad subjetiva que le asistía, motivos por los cuales se revocará la decisión sancionatoria. 

III. DECISIÓN
Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, en uso de sus facultades constitucionales y legales, 

RESUELVE:

PRIMERO: LEVANTAR la sanción impuesta en providencia del 7 de junio de 2016, dictada por el Tribunal Administrativo de Risaralda al Doctor John Eduardo Mora Giraldo, en su calidad de Representante Legal, consistente en un (1) día de arresto y multa equivalente a dos (2) salarios mínimos legales vigentes por el incumplimiento de la orden dada en la sentencia del 3 de marzo de 2016 dictada en el vocativo de la referencia y declarar cumplido el fallo del 3 de marzo de 2016, por las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: REVOCAR la sanción impuesta a María Esperanza Rozo Gómez, en su calidad de Directora Jurídica de la Unión Temporal FOSYGA 2014. 

TERCERO: REQUERIR a la entidad accionada para que en lo sucesivo dé cumplimiento a los fallos dentro de los términos concedidos en las sentencias, con el fin de garantizar la efectividad de los derechos involucrados.

CUARTO: NOTIFÍQUESE a las partes e intervinientes.

QUINTO: Devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

La presente decisión se discutió y aprobó en sesión de la fecha.

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Presidente

ROCÍO ARAÚJO OÑATE
CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

ALBERTO YEPES BARREIRO
� En la providencia se aclaró que este valor debía ser cancelado dentro de los tres (3) días siguientes a la ejecutoría de la providencia, en la cuenta No. 3-0070-0000-30-4 del Banco Agrario a órdenes de la Nación – Consejo Superior de la Judicatura. 


� La norma establece: “Artículo 38. Término para resolver y pagar las reclamaciones. Las reclamaciones presentadas con cargo a la Subcuenta ECAT del Fosyga a que refiere el presente decreto, se auditarán integralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al cierre de cada periodo de radicación, los cuales serán establecidos por el Ministerio de Salud y Protección Social”.


� Folio 4.


� Folio 147.


� Folio 176.


� Folio 181.


� Folio 331. 


� Providencia de 27 de enero de 2011, radicación 13001-23-31-000-2010-00279-01(AC)    


� Corte Constitucional, Sentencia C-542 del 30 de junio de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio


� Fase objetiva.


� Fase subjetiva.





